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Bogotá, D.C., veintidós (22) de octubre de dos mil veinte (2020) 

 

Radicación:          No. 2020-00290 

Referencia:          ACCIÓN DE TUTELA 

Demandante:                 MIGUEL EDUARDO RODRIGUEZ CIFUENTES 

Demandado:         ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 

COLPENSIONES 

Asunto:          SENTENCIA 1ª. INSTANCIA 
 

Procede el Juzgado a decidir en primera instancia, la acción de tutela presentada por el   

señor MIGUEL EDUARDO RODRIGUEZ CIFUENTES, a través de apoderado, en contra 

de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES. 

   

ANTECEDENTES 

 

El accionante presentó acción de tutela a través de apoderado, en contra de la autoridad 

accionada, fundamentada en que interpuso derecho de petición el 27 de abril de 2020, 

solicitando ante la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES, pensión 

de vejez por actividades de alto riesgo. 

 

Que a pesar de que la entidad accionada contaba con 4 meses para resolver de fondo la 

prestación económica, a la fecha no ha emitido la correspondiente resolución que defina 

su derecho pensional. Por ello, considera vulnerado su derecho fundamental a la 

seguridad social y al derecho de petición. 

                                                                                                                                                                                                                                                                                           

ACTUACIÓN PROCESAL 

 
 

Recibida la acción constitucional, se admitió la misma mediante auto de fecha 15 de 

octubre de 2020, ordenando la notificación al Representante Legal de la entidad 
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accionada, y solicitando a la misma un informe detallado sobre aspectos que interesan al 

proceso con el propósito de decidirla dentro de los términos de ley. 

 

La demanda fue notificada el 15 de octubre de 2020 a la entidad demandada haciéndole 

entrega de la copia de la demanda y de sus anexos. 

 

PRUEBAS 

 

Como medios de prueba, fue allegado al proceso: 

 

1) Copia de la cédula de ciudadanía del accionante 

2) Radicado del 27/04/2020 ante Colpensiones 

3) Comunicado del 28/04/2020 en el que Colpensiones acusa recepción de la 

petición. 

4) Cuerpo de la solicitud de pensión con anexos 

 

DERECHO  CONSTITUCIONAL FUNDAMENTAL  INVOCADO COMO VIOLADO 

 

El accionante invoca como derecho fundamental constitucional violado el derecho de 

petición y el derecho a la seguridad social. 

 

CONDUCTA PROCESAL DE LA ENTIDAD  ACCIONADA 

 

Surtida como fue la notificación personal a la Administradora Colombiana de Pensiones 

COLPENSIONES, la Directora (A) de la Dirección de Acciones Constitucionales, allegó 

contestación manifestando que el accionante no cuenta con petición de fecha 27 de abril 

de 2020 y que la solicitud con número de radicado 2020_4487970 corresponde a petición 

radicada por medio del modelo PQRS web de fecha 29 de abril de 2020, a la que esa 

entidad le dio respuesta por medio de comunicación BZ2020_4530742-0959182, en 

donde se le indicó que para solicitar el reconocimiento de prestación económica era 

necesario aportar cierta documentación, indicándole la misma. 

 

Igualmente informó a este Despacho que el 01 de octubre de 2020 por medio del radicado 

No. 2020_9858649, el accionante solicitó correctamente su pensión de vejez de alto 

riesgo y que la entidad dio respuesta a dicha petición mediante Resolución No. SUB 

220672 del 19 de octubre de 2020. 
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Que por lo anterior, COLPENSIONES no se encuentra vulnerando derecho fundamental 

alguno y solicitó que la presente acción de tutela fuera declarada improcedente. 

 

CONSIDERACIONES 

 

1º.  PROBLEMA JURÍDICO 

 

¿La no respuesta de fondo por parte de la Entidad accionada a la petición radicada el 27 

de abril de 2020, , vulnera los derechos fundamentales de petición y seguridad social 

invocados por el accionante? 

 

El artículo 86 de la Constitución Política establece que toda persona tiene la acción de 

tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, por sí misma o por quien 

actúe en su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales 

fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción 

u omisión de la autoridad pública. 

 

La norma en cita también indica que la acción sólo procederá cuando el afectado no 

disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo 

transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

 

EL DERECHO DE PETICIÓN 

 

El artículo 23 de la Constitución Política consagró el Derecho de Petición como el derecho 

constitucional fundamental que tiene toda persona para presentar a la administración 

peticiones respetuosas que impliquen un interés particular o público; de igual manera se 

establece que el peticionario tiene derecho a que su solicitud sea resuelta de manera 

oportuna y eficaz. La oportunidad tiene que ver con el término legal y en todo caso 

prudencial para que la autoridad se pronuncie y la eficacia conlleva a que la respuesta 

emitida resuelva de manera concreta y congruente el objeto de la petición. 

La Corte Constitucional ha analizado el contenido, ejercicio y alcance del derecho 

fundamental de petición, precisándolo como una herramienta determinante para la 

protección de otras prerrogativas constitucionales, entre ellas, el derecho a la 

información, el acceso a documentos públicos, la libertad de expresión y el ejercicio de 

la participación de los ciudadanos en la toma de las decisiones que los afectan'. 
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Por su parte, el artículo 13 de la ley 1437 de 2011, sustituido por el artículo 1º de la Ley 

1755 del 30 de junio de 2015, establece que toda actuación que inicie cualquier persona 

ante las autoridades implica el ejercicio del derecho de petición. 

 

El núcleo esencial del derecho de petición, se concentra en la resolución oportuna, esto 

es, dentro de los términos establecidos legalmente para las peticiones elevadas por los 

particulares a las autoridades públicas, independientemente del sentido de la decisión, 

suponiendo la pronta y oportuna definición por parte de la Administración Pública a las 

manifestaciones o inquietudes elevadas por el peticionario, con el propósito de que éste 

reciba la información suficiente, y le sea otorgada una respuesta efectiva sobre la materia 

objeto de su interés. 

 

Al respecto, en Sentencia T- 146 de 2012, M.P. Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, la Corte 

señaló: 

 

"(...) Por otra parte, como consecuencia del desarrollo jurisprudencial del derecho de 

petición, esta Corporación sintetizó las reglas para su protección, en los siguientes 

términos; 

 

"a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los 

mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se 

garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la 

participación política y a la libertad de expresión. 

b )  El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y 

oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad 

si ésta no resuelve o se reserva para si el sentido de lo decidido. 

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse 

de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en 

conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una 

vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 

d )  Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se 

concreta siempre en una respuesta escrita (...)" 

 

El derecho de petición impone a la administración el cumplimiento diligente de sus 

deberes, por cuanto a esta se le atribuye el más alto grado de rigorismo en la satisfacción 

de principios como la eficacia, economía y celeridad, debido a que sus funciones tienen 
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un impacto preeminente en la ciudadanía. Por ello tratándose del derecho de petición que 

les asiste a todos los ciudadanos, los órganos de la Administración están obligados a dar 

oportuna respuesta, no pudiéndose patrocinar la dilación en perjuicio del solicitante. 

 

El término para contestar debe ser razonado, y está determinado por los factores 

inherentes a la entidad; esta razonabilidad hace relación el tiempo exigido para el 

procesamiento de la petición junto con las demás condiciones externas y materiales de 

la oficina a la que concierne resolver, sin que en todo caso exista excusa admisible de 

una demora injustificada en el pronunciamiento de la resolución. Lo anterior, siguiendo 

los derroteros trazados por al H. Corte Constitucional, no obsta para que el legislador 

pueda establecer términos especiales de mayor amplitud para el trámite de ciertas 

peticiones, término que debe ser respetado por el organismo encargado de resolver la 

petición, so pena de vulnerar el derecho constitucional fundamental (Sent. T-264 del 7 de 

julio de 1993); de acuerdo con lo anterior, el único facultado para establecer un término 

superior es el mismo legislador, por lo tanto la administración misma no puede abrogarse 

términos superiores para dar contestación a las peticiones que se le presenten si éstos 

no están expresamente permitidos por la ley. 

 

En reiteradas oportunidades, la Corte Constitucional se ha pronunciado en torno al 

derecho de petición, dejando en claro que las entidades que tienen a su cargo el estudio 

y reconocimiento de los derechos de los asociados deben emitir un pronunciamiento 

de fondo sobre lo pedido, independientemente del contenido de la solicitud elevada 

para tales efectos, de tal modo que el peticionario tenga pleno conocimiento del estado 

de su solicitud y de la viabilidad de la misma. Pero además la jurisprudencia de esa 

Corporación ha establecido que el término que tiene la Administración para resolver las 

peticiones elevadas a ella, debe ser razonable y acorde con el contenido de los 

requerimientos. Por ello, las entidades vulneran el núcleo esencial del derecho de petición 

cuando fijan plazos desproporcionados que finalmente se constituyen en dilaciones 

injustificadas para dar cumplimiento a la obligación de dar respuesta. Se destaca como 

precedente judicial de lo aquí expuesto, la siguiente decisión: 

 

“La naturaleza del derecho de petición y en particular su núcleo 

esencial, como derecho fundamental objeto de protección tutelar es la 

certidumbre de que independientemente del contenido de lo que se 

solicita, se obtenga una respuesta oportuna y eficaz, es decir, que 

resuelva de fondo lo pedido por el particular; la pronta contestación no 
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puede supeditarse a que invoque expresamente el derecho de petición, 

ni que se haga expresa referencia a las normas del Código Contencioso 

Administrativo. Solo se hace necesario que de la petición misma se 

pueda extraer el deseo de la persona que formula la petición”. Sentencia 

T-615 del 28 de octubre de 1998. 

 

Siendo el derecho de petición un mecanismo de participación que 

otorga la Constitución a las personas para que puedan dirigirse a las 

autoridades públicas, ya sea en interés particular o en interés general, 

y obtener una contestación razonable y coherente, cuando la autoridad 

administrativa deja transcurrir al término legal, sin adoptar una decisión 

de fondo o informar de manera precisa y clara el trámite impartido a la 

solicitud, incurre en una flagrante vulneración a este derecho, toda vez 

que la respuesta, además de pronta y sustancial, debe ser puesta en 

conocimiento del peticionario. 

 

“En el marco del derecho de petición sólo tiene categoría de respuesta 

aquello que decide, que concluye, que afirma una realidad, que 

satisface una inequidad, que ofrece certeza al interesado”. Sentencia T-

490 de septiembre 11 de 1998”. 

 

De esta manera no es cualquier respuesta la que tiene mérito de resolver la petición 

presentada a la Administración sino aquella que decida lo solicitado o informe de manera 

clara el trámite que se le ha dado a la solicitud, la cual además debe ser emitida dentro 

de los términos oportunos y en atención a los parámetros de razonabilidad y eficiencia 

expuestos. 

 

La Ley 1755 del 30 de junio de 2015, desarrolla la disposición constitucional relativa al 

derecho de petición, que antes de la Constitución de 1991 no tenía consagración superior, 

pero su entidad como derecho constitucional fundamental fue fijada por la Constitución 

de 1991 en su artículo 23.   

 

Esta normatividad reconoce de manera macro derechos de petición en interés general y 

en interés particular. Estos a su vez se desglosan, en cuanto a su naturaleza, frente a lo 

cual el legislador estableció para cada una de ellas unos términos claros y precisos así:   
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Para el derecho de petición de documentos e información el término máximo es de 10 

días1; y para el de consulta a las Autoridades de 30 días2; Existe frente a las 

especialidades antes anotadas un término general máximo para atender o resolver las 

demás peticiones que se eleven ante las autoridades administrativas, que se reduce a 15 

días siguientes a la fecha de la correspondiente petición3. 

 

DERECHO CONSTITUCIONAL FUNDAMENTAL A LA SEGURIDAD SOCIAL  
 

La seguridad social se erige en nuestro ordenamiento jurídico como un derecho 

constitucional a cuyo cumplimiento se compromete el Estado, según se sigue de la lectura 

del artículo 48 superior, el cual prescribe lo siguiente: “Se garantiza a todos los habitantes 

el derecho irrenunciable a la seguridad social”4.  

 

La protección que le otorga el ordenamiento constitucional al derecho a la seguridad 

social se complementa y fortalece por lo dispuesto en el ámbito internacional pues son 

varios los instrumentos internacionales que reconocen el derecho de las personas a la 

seguridad social5. El artículo 16 de la Declaración Americana de los Derechos de la 

                                                           
1 Ver numeral 1 del artículo 14 del C.P.A.C.A, Sustituido por el artículo 1 de la Ley 1755 del 2015. 
2 Ver numeral 2 artículo 14 del C.P.A.C.A, Sustituido por el artículo 1 de la Ley 1755 del 2015 
3 Ver inciso 1 del artículo 14 del C.P.A.C.A, Sustituido por el artículo 1 de la Ley 1755 del 2015. 
4 Sobre el alcance de la seguridad social como derecho protegido a la luz del Pacto Internacional de 

Derechos Económicos Sociales y Culturales, en su observación general número XX el Comité hizo las 

siguientes precisiones: “26. El artículo 9 del Pacto prevé de manera general que los Estados Partes 

"reconocen el derecho de toda persona a la seguridad social, incluso el seguro social", sin precisar la índole 

ni el nivel de la protección que debe garantizarse.  Sin embargo, en el término "seguro social" quedan 

incluidos de forma implícita todos los riesgos que ocasionen la pérdida de los medios de subsistencia por 

circunstancias ajenas a la voluntad de las personas. 27.De conformidad con el artículo 9 del Pacto y con las 

disposiciones de aplicación de los Convenios de la OIT sobre seguridad social -Convenio Nº 102, relativo a 

la norma mínima de la seguridad social (1952) y Convenio Nº 128 sobre las prestaciones de invalidez, vejez 

y sobrevivientes (1967)- los Estados Partes deben tomar las medidas adecuadas para establecer, con 

carácter general, sistemas de seguros de vejez obligatorios, a percibir a partir de una edad determinada, 

prescrita por las legislaciones nacionales” (…) 30. Finalmente, para dar pleno cumplimiento al mandato del 

artículo 9 del Pacto, como ya se ha señalado en los párrafos 20 y 22, los Estados Partes deberán establecer, 

dentro de los recursos disponibles, prestaciones de vejez no contributivas u otras ayudas, para todas las 

personas mayores que, al cumplir la edad prescrita fijada en la legislación nacional, por no haber trabajado 

o no tener cubiertos los períodos mínimos de cotización exigidos, no tengan derecho a disfrutar de una 

pensión de vejez o de otra ayuda o prestación de la seguridad social y carezcan de cualquier otra fuente de 

ingresos”. 

5 (i) artículo 22 de la Declaración Universal de Derechos Humanos: “Artículo 22.  Toda persona, como miembro de la 
sociedad, tiene derecho a la seguridad social, y a obtener, mediante el esfuerzo nacional y la cooperación 
internacional, habida cuenta de la organización y los recursos de cada Estado, la satisfacción de los derechos 
económicos, sociales y culturales, indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de su personalidad”; (ii) artículo 9 
del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales: “Artículo 9  Los Estados Partes en el presente 
Pacto reconocen el derecho de toda persona a la seguridad social, incluso al seguro social”; (iii) artículo 16 de la 
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Persona afirma que:  

 
“Artículo XVI. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que le proteja 
contra las consecuencias de la desocupación, de la vejez y de la incapacidad 
que, proveniente de cualquier otra causa ajena a su voluntad, la imposibilite 
física o mentalmente para obtener los medios de subsistencia”.  
 

De manera similar, el artículo 9 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 

prescribe:   

 
“Artículo 9. Derecho a la Seguridad Social. 1. Toda persona tiene derecho a la 
seguridad social que la proteja contra las consecuencias de la vejez y de la 
incapacidad que la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios 
para llevar una vida digna y decorosa. En caso de muerte del beneficiario, las 
prestaciones de seguridad social serán aplicadas a sus dependientes”.  

 
De la lectura de las normas transcritas se deduce que el derecho a la seguridad social 

protege a las personas que están en imposibilidad física o mental para obtener los medios 

de subsistencia que le permitan llevar una vida digna a causa de la vejez, del desempleo 

o de una enfermedad o incapacidad laboral. El derecho a la pensión de vejez es uno de 

los mecanismos que, en virtud del derecho a la seguridad social, protege a las personas 

cuando su vejez produce una esperable disminución de la producción laboral lo que les 

dificulta o impide obtener los recursos para disfrutar de una vida digna6.  

 
Como se puede apreciar, el derecho a la seguridad social demanda el diseño de una 

estructura básica que, en primer lugar, establezca las instituciones encargadas de la 

prestación del servicio y precise, además, los procedimientos bajo los cuales éste debe 

discurrir. En segundo término, debe definir el sistema a tener en cuenta para asegurar la 

provisión de fondos que garanticen su buen funcionamiento. En este punto cobra especial 

importancia la labor del Estado, el cual, por medio de asignaciones de sus recursos 

                                                           
Declaración Americana de los Derechos de la Persona: “Artículo XVI. Toda persona tiene derecho a la seguridad social 
que le proteja contra las consecuencias de la desocupación, de la vejez y de la incapacidad que, proveniente de 
cualquier otra causa ajena a su voluntad, la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios de 
subsistencia”; (iv) artículo 9 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales:  “Artículo 9. Derecho a la Seguridad Social. 1. Toda persona tiene 
derecho a la seguridad social que la proteja contra las consecuencias de la vejez y de la incapacidad que la imposibilite 
física o mentalmente para obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa. En caso de muerte del 
beneficiario, las prestaciones de seguridad social serán aplicadas a sus dependientes”; y (v) el artículo 11, numeral 1, 
literal “e” de la Convención sobre Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer: Artículo 11 || 
1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer en la 
esfera del empleo a fin de asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, los mismos derechos, en 
particular: e) El derecho a la seguridad social, en particular en casos de jubilación, desempleo, enfermedad, invalidez, 
vejez u otra incapacidad para trabajar, así como el derecho a vacaciones pagadas; 
6 Sentencia T-284-07.  
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fiscales, tiene la obligación constitucional de brindar las condiciones necesarias para 

asegurar el goce del derecho irrenunciable a la seguridad social7. 

 

EL CASO CONCRETO 

 

Se tiene probado que el accionante solicitó ante la Administradora Colombiana de 

Pensiones COLPENSIONES, reconocimiento de su pensión de vejez por actividades de 

alto riesgo. 

 

De la respuesta allegada por la entidad accionada, este Despacho advierte que, 

efectivamente mediante radicado No. BZ2020_4530742-0959182 del 29 de abril de 2020, 

el Profesional Máster 320-08 con asignación de funciones de Director de Atención y 

Servicio de la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES, dio respuesta 

a la petición elevada por el accionante, manifestando que “(…)una vez verificada su 

comunicación, se observó que la solicitud de pensión de alto riesgo, fue recibido y 

radicado bajo la tipología “PQRS”, la cual está dispuesta por parte de la entidad para 

responder a trámites que no están relacionados directamente con el enlace del proceso 

de decisión de prestaciones; de tal forma que se hace necesario indicar que de 

conformidad a la normatividad vigente y a los parámetros establecidos por Colpensiones, 

su solicitud debe presentarse a través del Formulario de Prestaciones Económicas, el 

cual podrá obtener en nuestra página web www.colpensiones.gov.co (…) De tal forma, 

nos permitimos informar que con el propósito de atender en debida forma su pretensión, 

es necesario presentar su solicitud por medio del Formulario de Prestaciones 

Económicas, adjuntando, además: (…)” y le indicó al accionante cuáles eran los 

documentos necesarios para completar dicha solicitud: 

 

 

                                                           
7 Sentencia C-623 de 2004 

http://www.colpensiones.gov.co/
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También se advierte que con la contestación de la demanda fue allegada, por parte de la 

entidad demandada, la Resolución No. SUB 220672 del 19 de octubre de 2020, expedida 

por la Subdirectora de Determinación V de COLPENSIONES, mediante la cual manifiesta 

que el señor MIGUEL EDUARDO RODRIGUEZ CIFUENTES, “solicitó correctamente” (de 

conformidad con la respuesta de la Directora (A) de la Dirección de Acciones 

Constitucionales de la entidad accionada), el 01 de octubre de 2020, el reconocimiento 

de una pensión de vejez de alto riesgo, resolviéndose la misma de manera desfavorable.  

Dicha Resolución es del siguiente tenor: 

 

“(…) RESUELVE 

 

ARTÍCULO PRIMERO: Negar el Reconocimiento y pago de la Pensión de 

VEJEZ de alto riesgo solicitada por el (la) señor (a) RODRIGUEZ CIFUENTES 

MIGUEL EDUARDO, ya identificado (a), de conformidad con las razones 

expuestas en la parte motiva de esta Resolución. 

(…) 

ARTÍCULO TERCERO: Notifíquese al Dr. DANIEL MARTINEZ FRANCO 

haciéndole saber que en caso de inconformidad contra la presente resolución, 

puede interponer por escrito los recursos de Reposición y/o de Apelación. De 

estos recursos podrá hacerse uso dentro de los diez (10) días siguientes a la 

notificación, manifestando por escrito las razones de inconformidad, según el 

Código Contencioso Administrativo. (…) 

 

De lo anterior se evidencia que la entidad accionada dio respuesta al derecho de petición 

interpuesto por el accionante, mediante el cual solicitó el reconocimiento de una pensión 

de vejez por actividades de alto riesgo.  

 

HECHO SUPERADO 

 

El hecho superado, es una construcción jurisprudencial que se erige y tiene relevancia 

cuando los motivos que dieron origen a la acción de tutela han cesado y al momento de 

fallar, las causas que originaron la acción constitucional no existen o han sido removidas 

a instancias de la entidad accionada. 
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Sobre el particular, la Corte Constitucional en sentencia T- 426 de 2.007, en relación con 

la definición del hecho superado ha dicho:  

“Por ende, la Sala encuentra que en el presente caso se ha presentado la figura 

del hecho superado, toda vez que han cesado los motivos que originaron la 

acción de tutela, y al momento de fallar no existe vulneración o amenaza a 

derecho fundamental alguno8. Ha dicho al respecto la Corporación: 

 

“En efecto, la acción de tutela tiene por objeto la protección 

efectiva y cierta del derecho presuntamente vulnerado o 

amenazado, lo cual explica la necesidad de un mandato 

proferido por el juez en sentido positivo o negativo. Ello 

constituye a la vez el motivo por el cual la persona que se 

considera afectada acude ante la autoridad judicial, de modo 

que si la situación de hecho de lo cual esa persona se queja ya 

ha sido superada en términos tales que la aspiración primordial 

en que consiste el derecho alegado está siendo satisfecha, ha 

desaparecido la vulneración o amenaza y, en consecuencia, la 

posible orden que impartiera el juez caería en el vacío. Lo cual 

implica la desaparición del supuesto básico del cual parte el 

artículo 86 de la Constitución y hace improcedente la acción de 

tutela...”9. 

 

Aunado a lo anterior, la Corte Constitucional, en sentencia T-149 de 2.006, respecto del 

hecho superado dijo: 

 

 

“2. Hecho superado.  
 

“Esta Corporación, al interpretar el contenido y alcance del artículo 86 de la 

Constitución Política, en forma reiterada ha señalado que el objetivo de la acción de 

tutela se circunscribe a la protección inmediata y actual de los derechos 

fundamentales, cuando estos resulten vulnerados o amenazados por la acción u 

omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente 

consagrados en la ley. 
 

Así las cosas, se  tiene que el propósito de la tutela, como lo establece el mencionado 

artículo, es que el Juez Constitucional, de manera expedita, administre justicia en el 

caso concreto, profiriendo las órdenes que considere pertinentes a la autoridad 

pública o al particular que con sus acciones u omisiones han amenazado o vulnerado 

derechos fundamentales y procurar así la defensa actual y cierta de los mismos. 

No obstante, hay casos en que el juez constitucional conoce de acciones de tutela, 

en los que para ese momento ya se ha reivindicado el derecho vulnerado o violado, 

o ha desaparecido la causa de tal afectación.  Este fenómeno ha sido catalogado por 

                                                           
8 Sobre el tema del hecho superado pueden consultarse las sentencias T-675 y T-677 de 1996, T-041 de 1997, T-
085 de 1997, T-225, T-264, T-321, T-522 de 1997 y T- 012, T- 272, T-522 y T-795 de 2006, MP. Clara Inés Vargas 
Hernández, entre otras. 
9 Sentencia T-519 de 1992, Magistrado Ponente José Gregorio Hernández Galindo. Cfr. reiteración., entre 
muchas otras, en las sentencias  T-100 de 1995 MP. Vladimiro Naranjo Mesa; T-201 de 2004 MP. Clara Inés 
Vargas Hernández; T-325 de 2004 MP. Eduardo Montealegre Lynett. 
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la jurisprudencia como hecho superado, en el sentido de que han desaparecido los 

supuestos de hecho que motivaron el ejercicio de la acción.  El concepto de hecho 

superado y sus implicaciones en el proceso de tutela ha sido desarrollado por la 

jurisprudencia constitucional en distintos pronunciamientos.  
 

Así, en Sentencia T-488 de 200510[1] esta Corporación estableció: 
 

“(…) la protección a través de la acción de tutela pierde sentido y en consecuencia el 

juez constitucional queda imposibilitado para efectos de emitir orden alguna de 

protección en relación con los derechos fundamentales invocados. En ese entendido, 

se ha señalado que al desaparecer los supuestos de hecho en virtud de los cuales se 

formuló la demanda se presenta la figura de hecho superado.”. En la misma 

providencia, se hizo alusión a la Sentencia T-307 de 1999, por medio de la cual se 

determinó que: “ante un hecho superado, en donde la pretensión que fundamenta la 

solicitud de amparo constitucional ya está satisfecha, la acción de tutela pierde 

eficacia e inmediatez.  Y ello es entendible pues ya no existe un objeto jurídico sobre 

el cual proveer o tomar determinación alguna. (…)”. 

 

Es claro, entonces, que cuando se presente este fenómeno, es decir, cuando la 

situación de hecho que causa la supuesta amenaza o vulneración del derecho 

alegado desaparece o se encuentra superada, el amparo tutelar pierde su razón de 

ser y, en este sentido, la decisión que pueda llegar a adoptar el juez de tutela con 

respecto al caso concreto resultaría, a todas luces, inocua y contraria al objetivo 

previsto en la Constitución y en las normas reglamentarias,  para este tipo de acción.     

…. 
 

Lo anterior descarta de plano cualquier pronunciamiento de fondo en relación con 

este asunto, por cuanto se concluye que los hechos que originaron la presente acción 

han sido superados y, en consecuencia, satisfecha la pretensión indirecta invocada 

en la demanda. Por lo tanto, el pronunciamiento de fondo en este caso no procede 

por carencia actual de objeto.” 

 

De conformidad con lo anterior, se concluye que en el presente proceso, la entidad 

accionada satisfizo la pretensión del accionante que era la de proferir pronunciamiento 

sobre el reconocimiento de la pensión de vejez de alto riesgo; hecho que da lugar a la 

terminación del mismo por carencia de objeto. 

  

Teniendo en cuenta los argumentos que vienen expuestos se profiere la siguiente, 

 

DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, El Juzgado Veintitrés Administrativo del Circuito Judicial de 

Bogotá – Sección Segunda, Administrando justicia en nombre de la República y por 

Autoridad de la ley,  

                                                           
10[1] MP. Álvaro Tafur Galvis.  
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RESUELVE: 

 

PRIMERO: Declarar la carencia actual de objeto en la presente acción de tutela por 

haberse superado el hecho que motivó la presunta vulneración de los derechos 

fundamentales invocados. 
 

SEGUNDO: Notifíquese por el medio más expedito a la entidad accionada y a la 

accionante, conforme al artículo 30 del Decreto N° 2591 de 1991. 

 

TERCERO: Si no fuere impugnado el presente fallo, envíese a la Corte Constitucional 

para su eventual revisión (art. 31. Decreto. 2591). 

 

 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE 
 

 

MARIA TERESA LEYES BONILLA 

Juez 
 

AMPB 
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